


2

NOTA: Este calendario se ha elaborado según fuentes de la AEAT, habiendo proyectos normativos en tramitación o normas aprobadas en curso que pu-
dieran variar este calendario. Recuerde que si el vencimiento coincide con una festividad local o autonómica, el plazo finaliza el primer día hábil siguiente al 
señalado en este calendario.

FEBRERO Y 
MARZO

Hasta el 15 de 
febrero
•	Declaración informativa por gastos en 

guarderías o centros de educación in-
fantil autorizados: Mod. 233

Hasta el 20 de 
febrero
RENTA Y SOCIEDADES

Retenciones e ingresos a cuenta de ren-
dimientos del trabajo, actividades eco-
nómicas, premios y determinadas ga-
nancias patrimoniales e imputaciones de 
renta, ganancias derivadas de acciones 
y participaciones de las instituciones de 
inversión colectiva, rentas de arrenda-
miento de inmuebles urbanos, capital 
mobiliario, personas autorizadas y saldos 
en cuentas.

•	Enero 2019. Grandes empresas: Mods. 
111, 115, 117, 123, 124, 126, 128, 216, 230

NÚMERO DE IDENTIFICACIÓN FISCAL

•	Cuarto trimestre 2018. Declaración tri-
mestral de cuentas y operaciones cu-
yos titulares no han facilitado el NIF a 
las entidades de crédito: Mod. 195

•	Declaración anual 2018. Identificación 
de las operaciones con cheques de las 
entidades de crédito: Mod. 199

IVA

•	Enero 2019. Declaración recapitulativa 
de operaciones intracomunitarias: Mod. 
349

•	Enero 2019. Operaciones asimiladas a 
las importaciones: Mod. 380

Hasta el 28 de 
febrero
IVA

•	Enero 2019. Autoliquidación: Mod. 303
•	Enero 2019. Grupo de entidades, mo-

delo individual: Mod. 322
•	Enero 2019. Grupo de entidades, mo-

delo agregado: Mod. 353

IMPUESTO SOBRE SOCIEDADES

Entidades cuyo ejercicio coincida con el 
año natural: opción/renuncia a la opción 
para el cálculo de los pagos fraccionados 
sobre la parte de base imponible del pe-
ríodo de los tres, nueve u once meses de 
cada año natural: Mod. 036

Si el período impositivo no coincide con el 
año natural, la opción/renuncia a la op-
ción se ejercerá en los primeros dos me-
ses de cada ejercicio o entre el inicio del 
ejercicio y el fin del plazo para efectuar el 
primer pago fraccionado, si este plazo es 
inferior a dos meses.

DECLARACIÓN ANUAL DE CONSUMO DE 
ENERGÍA ELÉCTRICA

•	Año 2018: Mod. 159 

DECLARACIÓN INFORMATIVA ANUAL DE 
OPERACIONES REALIZADAS POR EMPRE-
SARIOS O PROFESIONALES ADHERIDOS AL 
SISTEMA DE GESTIÓN DE COBROS A TRAVÉS 
DE TARJETAS DE CRÉDITO O DÉBITO

•	Año 2018: Mod. 170 

DECLARACIÓN INFORMATIVA ANUAL DE 
PLANES DE AHORRO A LARGO PLAZO

•	Año 2018: Mod. 280 

DECLARACIÓN ANUAL DE OPERACIONES 
CON TERCEROS

•	Año 2018: Mod. 347 

Hasta el 20 de 
marzo
RENTA Y SOCIEDADES

Retenciones e ingresos a cuenta de ren-
dimientos del trabajo, actividades eco-
nómicas, premios y determinadas ga-
nancias patrimoniales e imputaciones de 
renta, ganancias derivadas de acciones 
y participaciones de las instituciones de 
inversión colectiva, rentas de arrenda-
miento de inmuebles urbanos, capital 
mobiliario, personas autorizadas y saldos 
en cuentas.

•	Febrero 2019. Grandes empresas: 
Mods. 111, 115, 117, 123, 124, 126, 128, 216, 
230

IVA

•	Febrero 2019. Declaración recapitula-
tiva de operaciones intracomunitarias: 
Mod. 349

•	Febrero 2019. Operaciones asimiladas 
a las importaciones: Mod. 380
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BOLETÍN TU DESPACHO TE INFORMA
Una publicación práctica y útil para que esté informado de las novedades 

legales que afectan a su empresa o negocio
Aviso legal: Esta publicación no aceptará ningún tipo de responsabilidad jurídica ni económica derivada o que pudiera derivarse de los daños o perjuicios que puedan sufrir 

terceras personas naturales o jurídicas que actúen o dejen de actuar como resultado de alguna información facilitada en este boletín. Los artículos de este boletín tienen carácter 
meramente informativo y resumen disposiciones que, por el carácter limitativo propio de todo resumen, pueden requerir de una mayor información.
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¿DÓNDE VA A PONER EL FOCO 
HACIENDA EN EL 2019?

La Agencia Tributaria colocará especialmente su lupa 
este año sobre las empresas fantasmas, aquellas 
que usualmente pasan por debajo del radar de la 

inspección por su aparentemente baja o nula actividad. 
El fisco sospecha que una parte de ellas, especialmente 
las de pequeño tamaño, esconden realmente negocios no 
declarados, entramados societarios o falsas situaciones 
de insolvencia que permiten ocultar patrimonio u otros 
fraudes.

Esta medida supone la principal novedad del Plan Anual de 
Control Tributario y Aduanero de 2019, que también recoge 
actuaciones específicas sobre las fintech, las criptomone-
das, las haciendas forales o los efectos del Brexit.

También se pondrá el foco de atención por parte de 
Hacienda en otros temas como:

•	 La prevención del fraude mediante asistentes virtuales, 
una nueva estrategia frente a los contribuyentes que 
inician actividades económicas y mejoras en la asistencia 
al contribuyente son las medidas que pretenden impulsar 
el cumplimiento voluntario de las obligaciones fiscales.

•	 El control de los patrimonios relevantes se verá reforzado 
con la nueva Unidad Central de Coordinación del Control 
de Patrimonios Relevantes.

•	 El control de la facturación irregular constituye una prio-
ridad, línea de actuación que se verá reforzada con la 
anunciada prohibición del software de doble uso.

•	 La explotación de la información internacional (CRS, 
‘Informe país por país’) permitirá inducir el cumplimiento 
voluntario y elevar el número de actuaciones.

•	 Los riesgos derivados del Brexit, la represión del con-
trabando y el tráfico de drogas, con especial atención 

a la zona del Estrecho, y la agilización de la gestión re-
caudatoria de las deudas son otros ámbitos prioritarios.

Todo ello vendrá acompañado de la implantación defini-
tiva en 2019 de una herramienta de gestión de riesgos 
tributarios, que sistematiza todos los existentes en la 
AEAT, creando colectivos de riesgos y permite un mejor 
seguimiento del resultado de las actuaciones de control 
que la Agencia lleva a cabo.

A continuación, vamos a exponer un breve resumen de las 
principales medidas y actuaciones que se van a acometer 
en este ejercicio 2019 por parte de Agencia Estatal de 
Administración Tributaria (AEAT). 

IMPUESTO SOBRE LA RENTA DE LAS PERSONAS 
FÍSICAS (IRPF)

Se realizarán mejoras por parte de la AEAT que contribuyan 
a la declaración voluntaria del contribuyente tales como:

•	 Realizar la declaración de las carteras de valores; se pre-
vé realizar una versión renovada del programa "cartera 
de valores" que contemplará la precumplimentación de 
datos por parte de la AEAT,

•	 Potenciar los avisos sobre las rentas que se deben o 
no declarar.

•	 Se realizará la precumplimentación de los datos por 
parte de la AEAT en base a los datos extraídos de los 
modelos 189 (Declaración Informativa anual de Valores, 
seguros y rentas) y 198 (Declaración Informativa anual 
de operaciones con activos financieros y otros valores 
mobiliarios).

•	 Consolidar la app puesta en funcionamiento en 2018 
para realizar la liquidación del impuesto.

•	 Control global de las deducciones sobre el tramo autonó-
mico del IRPF, aprobadas por las distintas Comunidades 
Autónomas, partiendo especialmente de la información 
suministrada por dichas Comunidades.

•	 También continuarán los controles sobre actividades 
económicas en el IRPF, los rendimientos de capital in-
mobiliario con explotación de la nueva declaración infor-
mativa sobre arrendamientos turísticos, las retenciones 
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”
“La Agencia Tributaria colocará 
especialmente su lupa este año sobre 
las empresas fantasmas

Como cada año, se ha publicado en el BOE la Resolución de 11 de enero de 2019, de la Dirección General de la 
Agencia Estatal de Administración Tributaria, por la que se aprueban las directrices generales del Plan Anual de 
Control Tributario y Aduanero de 2019.

IUSTIME
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y la utilización abusiva del régimen de las entidades sin 
fines lucrativos.

Al mismo tiempo se potenciarán las actuaciones de control 
acerca de los contribuyentes con patrimonios significativos 
con la creación de la Unidad Central de Coordinación del 
Control de Patrimonios Relevantes; este hecho no afectará 
exclusivamente a contribuyentes del IRPF.

IMPUESTO SOBRE EL VALOR AÑADIDO (IVA)

•	 Los asistentes virtuales, ya probados con éxito en el 
IVA y en el Suministro Inmediato de Información (SII), se 
potenciarán y extenderán a las declaraciones censales, 
dentro de una estrategia 'Right from the start', orientada 
a facilitar el cumplimiento voluntario de sus obligaciones 
tributarias por los contribuyentes que inician actividades 
económicas.

•	 Se analizará la cesión de datos fiscales (información 
de sus clientes y proveedores) a los contribuyentes no 
incluidos en el SII para facilitarles la presentación de las 
declaraciones.

•	 Control de la facturación irregular y prohibición del soft-
ware de doble uso que permite la llevanza de dobles 
contabilidades, buscando minimizar, en las actividades 
con consumidores finales el riesgo de fraude.

•	 Continuarán priorizándose las actuaciones de control vin-
culadas a la existencia de tramas de IVA, con un control 
reforzado del Registro de Operadores Intracomunitarios 
(ROI) y los sectores y actividades de riesgo.

•	 La planificación coordinada y la colaboración entre 
Agencia Tributaria y las Administraciones Tributarias 
autonómicas en operaciones inmobiliarias signi-
ficativas al objeto de determinar su tributación 
por el IVA o, alternativamente, por el concepto 
«Transmisiones Patrimoniales Onerosas» del Impuesto 
sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos 
Documentado (ITP y AJD).

IMPUESTO SOBRE SOCIEDADES

•	 La Agencia Tributaria colocará su lupa este año sobre las 
empresas fantasmas, aquellas que usualmente pasan 
por debajo del radar de la inspección por su aparente-

mente baja o nula actividad. El fisco sospecha que una 
parte de ellas, especialmente las de pequeño tamaño, 
esconden realmente negocios no declarados, entrama-
dos societarios o falsas situaciones de insolvencia que 
permiten ocultar patrimonio u otros fraudes. En especial, 
se actuará respecto de las empresas cuyos volúmenes 
de actividad, de beneficios, de ventas o de cobros resul-
ten incoherentes con los normales de su sector.

•	 Control de los patrimonios relevantes, reforzado con la 
nueva "Unidad Central de Coordinación del Control de 
Patrimonios Relevantes". 

•	 Se incrementará el número de actuaciones de control 
de las personas y entidades con bienes y derechos en 
el exterior o con actividad internacional.

•	 Se fomentará la realización de análisis concretos que 
permitan detectar inconsistencias tales como la indebida 
deducción de gastos personales.

•	 Mayores actuaciones de control consecuencia de actua-
ciones conjuntas de las áreas de Gestión y de Inspección 
de la AEAT, sobre grandes empresas, y pequeñas so-
ciedades comerciales o industriales ("con el objetivo de 
mejorar su comportamiento tributario")

•	 Actuaciones de control sobre contribuyentes acogidos 
al régimen especial de consolidación fiscal del Impuesto. 
Especial atención se prestará a la compensación de 
bases imponibles negativas de ejercicios anteriores, en 
particular a las bases pendientes de compensación res-
pecto de las cuales el derecho de la Administración para 
iniciar el procedimiento de su comprobación prescribe 
a los diez años.

•	 Actuaciones de control relacionadas con sociedades con 
muy baja actividad (aun considerando que una parte de 
estas sociedades están inactivas de facto).

NUEVOS MODELOS DE NEGOCIO (TECNOLOGÍAS 
FINTECH Y CRIPTOMONEDAS)

•	 Se realizará un estudio inicial de las tecnologías Fintech 
para evitar que su despliegue altere el grado de cono-
cimiento que la Agencia Tributaria mantiene sobre el 
desarrollo de actividades económicas, al tiempo que se 

”
“Los asistentes virtuales se potenciarán 
y extenderán a las declaraciones 
censales en el Suministro Inmediato de 
Información (SII)

”
“Se incrementará el número de 
actuaciones de control de las personas 
y entidades con bienes y derechos en 
el exterior o con actividad internacional

IUSTIME



5

NORMAS RELEVANTES APROBADAS

Medidas urgentes y bonificaciones fiscales para paliar los 
daños causados por los últimos temporales
Real Decreto-ley 2/2019, de 25 de enero, por el que se 
adoptan medidas urgentes para paliar los daños causados 
por temporales y otras situaciones catastróficas.
(BOE, 26-01-2019)

Directrices generales del Plan Anual de Control Tributario y 
Aduanero de 2019
Resolución de 11 de enero de 2019, de la Dirección General 
de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, por la 
que se aprueban las directrices generales del Plan Anual 
de Control Tributario y Aduanero de 2019.
(BOE, 17-01-2019)

Extensión de la colaboración social a la presentación 
por vía telemática de las solicitudes de rectificación de 
autoliquidación
Resolución de 21 de diciembre de 2018, de la Dirección 
General de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, 
por la que se extiende la colaboración social a la presentación 
por vía telemática de las solicitudes de rectificación de 
autoliquidación y se aprueba el documento normalizado 
para acreditar la representación para su presentación por 
vía telemática en nombre de terceros.
(BOE 07-01-2019)

analizan sus posibilidades para mejorar el servicio a los 
contribuyentes.

•	 Además, se continuarán realizando actuaciones sobre 
los nuevos modelos de distribución y nuevas actividades, 
como la "triangulación de envíos", en la que las ventas 
realizadas por una empresa son entregadas por otras, 
y "tiendas de tiendas" instaladas en páginas web.

•	 Asimismo, serán objeto de atención las actividades logís-
ticas ligadas con el comercio electrónico. De igual forma, 
continuará el análisis y estudio de los nuevos medios de 
pago para avanzar en su control.

•	 En relación con los riesgos fiscales observados en las 
operaciones realizadas con criptomonedas, durante el 
año 2019 se continuarán las actuaciones iniciadas en 
2018, a partir de la información obtenida de los interme-
diarios que intervienen en dichas operaciones.

•	 También se efectuará el análisis y explotación de la in-
formación de terceros sobre la tenencia y operaciones 
con monedas virtuales realizadas por contribuyentes re-
sidentes en España, en aplicación de la nueva normativa, 
que está previsto que se apruebe en 2019.

IMPUESTOS ESPECIALES

Se efectuarán controles para verificar la correcta apli-
cación de la normativa, la formación del censo, la proce-
dencia de las devoluciones y las condiciones y requisitos a 
cumplir a efectos de la vigencia de las autorizaciones de 
los establecimientos sujetos a los Impuestos Especiales 
de Fabricación, y controles específicos del movimiento y 
existencias de productos en fábricas, depósitos fiscales y 
almacenes fiscales.

IMPUESTOS MEDIOAMBIENTALES

Se realizarán controles relacionados con el Impuesto sobre 
los Gases Fluorados de Efecto Invernadero y el Impuesto 
sobre el Valor de la Producción de la Energía Eléctrica, 
principalmente.

OTRAS ACTUACIONES EN EL ÁMBITO ADUANERO 
(BREXIT)

•	 Ante la posibilidad de que no se alcance un acuerdo so-
bre el Brexit, se realizarán las adaptaciones necesarias 
en los sistemas informáticos para garantizar la normal 
tramitación aduanera tras la salida del Reino Unido y se 
intensificará la información a los operadores.

•	 Por otro lado, se continuará con la mejora del sistema 
de pre-declaraciones aduaneras, los procedimientos de 
revaluación de autorizaciones aduaneras y las propias 
autorizaciones aduaneras.

•	 Además, se efectuarán actuaciones de comprobación 
de mercancías en los recintos aduaneros y de los mo-
vimientos de efectivo realizados por viajeros, así como 
controles a posteriori para verificar el origen, clasificación 
arancelaria y valor en aduana declarados con motivo de 
la importación de mercancías.

•	 Asimismo, se llevarán a cabo actuaciones en los casos 
en los que se detecte la ocultación total o parcial de la 
cadena de transmisión comercial desde la importación 
hasta la venta al consumidor final y actuaciones de 
comprobación e investigación combinadas en el caso de 
las importaciones de productos de consumo, textiles y 
otros con origen asiático.

IUSTIME
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El valor de tasación a efectos de subasta sirve 
como prueba de la minusvalía en la transmisión de 
un terreno gravado por el IIVTNU. (Sentencia del 
Tribunal Supremo, de 18 de diciembre de 2018. 
Sala de lo Contencioso-Administrativo. Recurso de 
casación Nº: 5484/2017)

En esta sentencia, partiendo de la base de la 
jurisprudencia del Tribunal Supremo de que la carga 
de la prueba de la minusvalía que excluye del hecho 
imponible del Impuesto sobre el Incremento de Valor 
de los Terrenos de Naturaleza Urbana (IIVTNU) una 
transmisión corresponde al sujeto pasivo, el propio 
Tribunal la entiende satisfecha con la aportación 
de una valoración certificada por una sociedad de 
tasación homologada por el Banco de España.

Si además resulta que la cantidad, por lo demás, 
es exactamente coincidente con la tomada por el 
correspondiente Juzgado de Primera Instancia como 
valor de tasación a los efectos de subasta del bien en 
los autos de ejecución hipotecaria que determinaron 
la adjudicación en subasta del local al ejecutante, 
por otro lado equivalente al 50 por 100 del valor de 
tasación judicialmente establecido, todo ello basta 
por sí solo para demostrar, sin contradicción, una 
minusvalía patrimonial que hace inviable el gravamen 
efectuado por el IIVTNU.

Tal porcentaje deriva de lo establecido en el art. 671 
LEC, conforme al cual "...si en la subasta no hubiere 
ningún postor, podrá el acreedor, en el plazo de los 
veinte días siguientes al del cierre de la subasta, 
pedir la adjudicación del bien. Si no se tratare de la 
vivienda habitual del deudor, el acreedor podrá pedir 
la adjudicación por el 50 por cien del valor por el que 
el bien hubiera salido a subasta o por la cantidad que 
se le deba por todos los conceptos".

Por tanto, a estos efectos de prueba de la pérdida de 
valor del terreno, para el Supremo resulta evidente 
-además de no contradicho- el dato de que con 
ocasión de la transmisión forzosa, por subasta, del 
local se experimentó una clara, manifiesta y evidente 
minusvalía patrimonial que, dado todo lo que se ha 
razonado con anterioridad, en ningún caso podía dar 
lugar a la exacción del impuesto controvertido.

Validez de las facturas recibidas en PDF sin firma 
digital. (Dirección General de Tributos. CV2891-18, 
de 8 de noviembre de 2018)

En esta consulta la DGT señala que una factura 
expedida y recibida en formato electrónico tendrá la 
consideración de factura electrónica aunque hubiera 
sido emitida originalmente en papel y posteriormente 
digitalizada por el proveedor, no así, sin embargo, las 
facturas que habiendo sido emitidas y expedidas en 
papel por el proveedor, sean recibidas en este mismo 
formato, aunque sean posteriormente digitalizadas 
para su conservación.

En todo caso, las facturas recibidas por correo 
electrónico en formato PDF, con independencia 
de que no hayan sido firmadas digitalmente por el 
emisor de las mismas, tendrán la consideración de 
factura electrónica, al haber sido necesariamente 
expedida y recibida en formato electrónico. Pues 
bien, la firma digital, tal y como establece el art. 10 
del RD 1619/2012 (Obligaciones de facturación), es 
solo uno de los  medios a través del cual se entienden 
acreditados la autenticidad del origen y la integridad 
del contenido de la factura electrónica. 

La factura electrónica no precisa de condiciones 
o requisitos adicionales respecto de la expedida 
en papel. En cualquier caso, corresponde, tanto 
al obligado a la expedición de la factura como al 
destinatario de la misma, determinar el método o 
sistema que garantice la autenticidad del origen y la 
integridad del contenido de las facturas.

ABSTRACTS DE SENTENCIAS

IUSTIME
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LOS CAMBIOS PARA LOS 
AUTÓNOMOS EN EL 2019
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En concreto, el Real Decreto-ley 28/2018 incluye 
importantes novedades en el ámbito laboral y de 
la seguridad social que afectan a los trabajadores 

autónomos, con efectos desde el 1 de enero de 2019. 

A continuación, les exponemos las principales novedades 
que deben conocer todos los autónomos. 

1. OBLIGATORIEDAD DE LA COBERTURA DE 
TODAS LAS CONTINGENCIAS

De un sistema basado en la voluntariedad en la cober-
tura de ciertas prestaciones, pasamos ahora desde el 
01-01-2019 a la obligatoriedad de cobertura de todas, de 
manera que pasan a ser obligatorias la cobertura de las 
contingencias comunes (enfermedad común y acciden-
te no laboral), las profesionales (accidente de trabajo y 
enfermedad profesional), la prestación por cese (la cual 
además incrementa su duración máxima pasando de uno 
a dos años), y la cobertura de formación y la de prevención.

Excepciones a la cobertura obligatoria:

•	 Sistema Especial de Trabajadores por Cuenta Propia 
Agrarios 

•	 Socios de cooperativas: se exceptúa de la cobertura 
obligatoria a socios de cooperativas incluidos en el 
RETA que dispongan de un sistema intercooperativo 
de prestaciones sociales, complementario al Sistema 
Público, que cuente con la autorización de la Seguridad 
Social para colaborar en la gestión de la prestación 
económica de IT y otorgue la protección por las citadas 
contingencias, con un alcance al menos equivalente al 
regulado por RETA.

•	 Religiosos y religiosas de la Iglesia Católica.

2. AMPLIACIÓN DEL ÁMBITO DE LA ACCIÓN 
PROTECTORA EN EL RETA

Con efectos de 1-1-2019 se modifica el Estatuto del trabajo 
autónomo para incluir dentro de la acción protectora del 
RETA, las siguientes:

1)	 Prestación de cuidado de niños con cáncer u otras 
enfermedades graves.

2)	 Cobertura de accidentes de trabajo y enfermedades 
profesionales, distinguiendo entre:

a)	Accidente de trabajo del TRADE, entendido como 
toda lesión corporal que sufra con ocasión o por 
consecuencia de la actividad profesional, y aquel que 
sufra el trabajador al ir o volver del lugar de la presta-
ción de la actividad, o por causa o consecuencia de la 
misma. Salvo prueba en contrario, se presumirá que 
el accidente no tiene relación con el trabajo cuando 
haya ocurrido fuera del desarrollo de la actividad 
profesional de que se trate.

b)	Accidente de trabajo del resto de trabajadores 
autónomos, entendido como el ocurrido como con-
secuencia directa e inmediata del trabajo que realiza 
por su propia cuenta y que determina su inclusión 
en el campo de aplicación de este régimen especial. 

Y enfermedad profesional, la contraída a conse-
cuencia del trabajo ejecutado por cuenta propia 
que esté provocada por la acción de los elementos 
y sustancias y en las actividades que se especifican 
en la lista de enfermedades profesionales recogidas 
legalmente.

También es accidente de trabajo el sufrido al ir o 
al volver del lugar de la prestación de la actividad 
económica o profesional, considerándose lugar de la 
prestación el establecimiento en donde el trabajador 
autónomo ejerza habitualmente su actividad siempre 
que no coincida con su domicilio y se corresponda 
con el local, nave u oficina declarado como afecto a 
la actividad económica a efectos fiscales.

3)	 Bases y tipos de cotización 

Si bien se anunció, y se mantiene, la voluntad de establecer 
un sistema de cotización en función de los ingresos reales 
del autónomo, entre tanto no se aprueba dicha medida, 
se han establecido bases máximas y mínimas, y las limita-
ciones tradicionales para a su elección

Durante el año 2019, las cuantías de las bases mínimas de 
cotización para los trabajadores autónomos se incremen-
tan en un 1,25% respecto de las vigentes en el año 2018, 
estableciéndose la cuantía de la base mínima aplicable con 
carácter general en 944,40  euros mensuales. La base 
máxima queda fijada en 2.077,80 euros mensuales.

Como se viene realizando en años anteriores, se estable-
cen reglas especiales para la determinación de las bases 

El año 2019 ha comenzado con muchos cambios importantes para el colectivo de los trabajadores autónomos, 
como nuevas coberturas obligatorias, nuevas bases mínimas y tipos de cotización y otras novedades.
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de cotización en este régimen para los trabajadores por 
cuenta propia o autónomos con 47 o más años de edad, 
así como para los denominados “autónomos societarios”.

PERSONA FÍSICA AUTÓNOMO SOCIETARIOS

Base mínima cuota Base mínima Cuota

944,40 € 283,3 €/mes 1.214,08 € 364,22 €/mes

Tipos de cotización 
En cuanto a los tipos, se establece una escala progresiva, 
del 30% para este año 2019, del 30,3% en 2020, 30,6% en 
2021 y 31% en 2022.

Los tipos de cotización, a partir del 1-1-2019, son los si-
guientes:

1)	 Para las contingencias comunes, el 28,30%.

2)	 Para las contingencias profesionales, el 0,9%, del que 
el 0,46% corresponde a la contingencia de incapacidad 
temporal y el 0,44% a la de incapacidad permanente, 
muerte y supervivencia.

3)	 Por cese de actividad, el 0,7%.

4)	 Por formación profesional, el 0,1%.

NORMAS RELEVANTES APROBADAS

Normas legales de cotización a la Seguridad Social, desempleo, 
protección por cese de actividad, Fondo de Garantía Salarial y 
formación profesional para el ejercicio 2019
Orden TMS/83/2019, de 31 de enero, por la que se desarrollan 
las normas legales de cotización a la Seguridad Social, desempleo, 
protección por cese de actividad, Fondo de Garantía Salarial y 
formación profesional para el ejercicio 2019.
(BOE, 02-02-2019)

Autorización a diferir el pago de cuotas a Los trabajadores 
por cuenta ajena agrarios durante los periodos de inactividad 
correspondiente a los meses de enero a abril de 2019
Resolución de 30 de enero de 2019, de la Tesorería General de 
la Seguridad Social, por la que se autoriza a diferir el pago de 
cuotas a los trabajadores incluidos en el Sistema Especial para 
Trabajadores por Cuenta Ajena Agrarios, establecido en el Régimen 
General de la Seguridad Social, durante los periodos de inactividad 
correspondiente a los meses de enero a abril de 2019.
(BOE, 02-02-2019)

Medidas en materia laboral y de Seguridad Social para paliar daños 
causados por temporales y otras catástrofes en los Municipios 
de Artà, Capdepera, Manacor, Sant Llorenç des Cardassar y Son 
Servera de la Comunidad Autónoma de Illes Balears 
Orden TMS/61/2019, de 28 de enero, por la que se dictan normas 
para la aplicación de las medidas en materia laboral y de Seguridad 
Social contempladas en el Acuerdo del Consejo de Ministros, de 
19 de octubre de 2018, por el que se declaran los Municipios 
de Artà, Capdepera, Manacor, Sant Llorenç des Cardassar y Son 
Servera de la Comunidad Autónoma de Illes Balears "zonas 
afectadas gravemente por una emergencia de protección civil", 
como consecuencia de las lluvias torrenciales y desbordamientos 
de torrentes acaecidos el pasado día 9 de octubre.
(BOE, 31-01-2019)

Medidas en materia laboral y de Seguridad Social  para paliar 
daños causados por temporales y otras catástrofes en las 
provincias de Málaga, Sevilla, Cádiz, Valencia, Castellón, 
Tarragona, Teruel y la Comunidad Autónoma de Illes Balears 
Orden TMS/62/2019, de 28 de enero, por la que se dictan normas 
para la aplicación de las medidas en materia laboral y de Seguridad 
Social contempladas en el Acuerdo del Consejo de Ministros, de 
2 de noviembre de 2018, por el que se declaran las provincias 

de Málaga, Sevilla, Cádiz, Valencia, Castellón, Tarragona, Teruel 
y la Comunidad Autónoma de Illes Balears "zonas afectadas 
gravemente por una emergencia de protección civil", como 
consecuencia de las lluvias torrenciales y desbordamientos de 
torrentes acaecidos los pasados días 18, 19, 20 y 21 de octubre.
(BOE, 31-01-2019)

Medidas laborales y de Seguridad Social para paliar daños 
causados por temporales y otras catástrofes
Real Decreto-ley 2/2019, de 25 de enero, por el que se adoptan 
medidas urgentes para paliar los daños causados por temporales 
y otras situaciones catastróficas.
(BOE, 26-01-2019)

Oferta de empleo público para la estabilización de empleo 
temporal en la Administración General del Estado correspondiente 
a los Presupuestos Generales del Estado para el año 2018
Real Decreto 19/2019, de 25 de enero, por el que se aprueba la 
oferta de empleo público para la estabilización de empleo temporal 
en la Administración General del Estado correspondiente a la Ley 
6/2018, de 3 de julio, de Presupuestos Generales del Estado para 
el año 2018.
(BOE, 26-01-2019)

Autorización a diferir el pago de cuotas a Los trabajadores 
por cuenta ajena agrarios durante los periodos de inactividad 
correspondiente a los meses de enero a abril de 2019
Resolución de 23 de enero de 2019, de la Tesorería General de 
la Seguridad Social, por la que se autoriza a diferir el pago de 
cuotas a los trabajadores incluidos en el Sistema Especial para 
Trabajadores por Cuenta Ajena Agrarios, establecido en el Régimen 
General de la Seguridad Social, durante los periodos de inactividad 
correspondiente a los meses de enero a abril de 2019.
(BOE, 26-01-2019)

Bases de cotización a la Seguridad Social de los trabajadores 
del Régimen Especial del Mar incluidos en los grupos segundo y 
tercero para el 2019
Orden TMS/40/2019, de 21 de enero, por la que se establecen 
para el año 2019, las bases de cotización a la Seguridad Social de 
los trabajadores del Régimen Especial del Mar incluidos en los 
grupos segundo y tercero.
(BOE, 24-01-2019)
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Los tipos de cotización por contingencias profesionales 
y por cese de actividad de los trabajadores autónomos 
incluidos en el RETA deben ajustarse a la siguiente escala:

1)	 Para la cotización por contingencias profesionales: 

•	 en el año 2020, el tipo de cotización será el 1,1%;
•	 en el año 2021 el tipo de cotización será el 1,3%;
•	 a partir del año 2022, el tipo de cotización será el 

que se establezca con carácter definitivo para am-
bos regímenes especiales en la respectiva Ley de 
Presupuestos Generales del Estado.

2)	 Para cese de actividad: 

•	 en el año 2020, el tipo de cotización será el 0,8%. 
•	 en el año 2021 el tipo de cotización será el 0,9%. 
•	 a partir del año 2022, el tipo de cotización será el 

que se establezca con carácter definitivo para am-
bos regímenes especiales en la respectiva Ley de 
Presupuestos Generales del Estado

4. OBLIGATORIEDAD EN LA COBERTURA DE LAS 
CONTINGENCIAS COMUNES Y CONTINGENCIAS 
PROFESIONALES CON UNA MUTUA 
COLABORADORA CON LA SEGURIDAD SOCIAL

La gestión de la cobertura se articula a través de la gestión 
realizada por las Mutuas Colaboradoras con la Seguridad, 
debiendo optar por la misma mutua colaboradora para 
toda la acción protectora.

Por lo tanto, los autónomos incorporados a dicho régimen 
especial con anterioridad al 1 de enero de 1998 y que hu-
bieran optado por mantener la protección por la prestación 
económica por IT con la entidad gestora, deberán optar 
en el plazo de 3 meses, a partir del 1 de enero de 2019 por 
una mutua colaboradora de la Seguridad Social, opción que 
surtirá efectos desde el 1 de junio de 2019.

En tanto se produzca dicha opción, el Servicio Público de 
Empleo Estatal seguirá gestionando la prestación por cese 
de actividad de dichos trabajadores autónomos mientras 
que las contingencias profesionales serán cubiertas por el 
Instituto Nacional de la Seguridad Social.

5. DERECHO A PRESTACIÓN DESDE EL PRIMER 
DÍA EN LOS CASOS DE ACCIDENTE DE TRABAJO 
O ENFERMEDAD PROFESIONAL

Los autónomos tendrán derecho a cobrar la prestación 
por accidente de trabajo o enfermedad profesional desde 
el primer día de baja, y todos los trabajadores por cuenta 
propia podrán acceder a la formación continua y al reciclaje 
profesional.

6. COTIZACIÓN DURANTE LAS SITUACIONES DE 
INCAPACIDAD TEMPORAL

El sujeto responsable del pago de las cuotas del trabajador 
autónomo a partir del 61 día incluido, en situación de baja 
médica con derecho a prestación económica y hasta el día 
anterior al alta médica, es la Mutua Colaboradora con la 
Seguridad Social con la que dicho trabajador tenga cubierta 
las contingencias. En consecuencia, los adeudos que se 
emitan al trabajador no incluirá la cuota correspondiente 
a referido período.

7. MODIFICACIONES DE LA LLAMADA “TARIFA 
PLANA” (NUEVOS AUTÓNOMOS)

Durante los primeros 12 meses:

•	 Si se cotiza por base mínima, 60 euros  (51,50 contin-
gencias comunes; 8,50 contingencias profesionales). Se 
incluye la cotización por incapacidad temporal causada 
por contingencias comunes y profesionales, pero no la 
cobertura de cese de actividad ni la de formación.

•	 Si se cotiza por  encima de base mínima, se reduce la 
cuota por contingencia común un 80%.

A partir del mes 13 al 24: Se aplican reducciones sobre la 
cuota que correspondería.

Esta ampliación de la tarifa plana hasta 2 años también se-
guirá vigente para autónomos de municipios con menos de 
5.000 habitantes, que entró en vigor en 2018. 

Este nuevo cambio normativo, no se aplica a los trabaja-
dores incluidos en el Sistema Especial por Cuenta Propia 
Agrario. Se mantiene, por lo tanto, para estos trabajadores, 
el disfrute del beneficio de la tarifa plana en las mismas 
condiciones aplicadas hasta el momento. 

8. MODIFICACIÓN DE LAS BONIFICACIONES 
A LAS TRABAJADORAS AUTÓNOMAS 
QUE SE REINCORPOREN AL TRABAJO EN 
DETERMINADOS SUPUESTOS

Desde el 1-1-2019 las trabajadoras incluidas en el RETA o 
como trabajadoras por cuenta propia en el grupo primero 
de cotización del RETM, que, habiendo cesado su actividad 
por maternidad, adopción, guarda con fines de adopción, 
acogimiento y tutela, vuelvan a realizar una actividad 
por cuenta propia dentro de los 2 años inmediatamente 
siguientes a la fecha efectiva del cese, tienen derecho a 
una bonificación consistente en abonar una cuota por 
contingencias comunes y contingencias profesionales de 
60 euros mensuales durante los 12 meses  inmediatamen-
te siguientes a la fecha de su reincorporación al trabajo, 
siempre que opten por cotizar por la base mínima.

Si optan por una base de cotización superior a la mínima, 
pueden aplicarse durante el período antes indicado una 
bonificación del 80 por ciento sobre la cotización por con-
tingencias comunes, siendo la cuota a reducir la resultante 

IUSTIME



10

AR
TÍC

UL
O

El plus de asistencia debe incluirse en la retribución 
de las vacaciones. (Sentencia del Tribunal Supremo, 
de 29 de noviembre de 2018. Sala de lo Social. 
Recurso de casación Nº: 167/2017)
	 El TS señala que Teniendo en cuenta que el 
trabajador debe percibir durante las vacaciones su 
retribución ordinaria, normal o media, y que puede 
existir una zona de duda en función del concreto 
trabajo realizado, de forma que la calificación 
de determinada retribución como ordinaria o 
extraordinaria dependa de las circunstancias 
concurrentes (particularmente la habitualidad en su 
ejecución), corresponde a la negociación colectiva 
determinar la línea divisoria entre la ocasionalidad 
y la habitualidad. 
	 En el supuesto analizado, la estructura retributiva 
del convenio colectivo comprende determinados 
pluses, además del salario base –que, por virtud de 
dicha norma, lógicamente integra la retribución de 
las vacaciones– y las gratificaciones extraordinarias. 
De entre ellos, el plus de asistencia tiene atribuido un 
carácter mensual y por los 11 meses del año, esto 
es, por todo el tiempo en que existe actividad laboral. 
Además, es un importe fijo y se abona en función de 
los concretos días en que se ha prestado servicios en 
cada mes. En estas circunstancias, es evidente que 
estamos ante un concepto retributivo que puede 
considerarse como ordinario, habitual y periódico 
y que, por consiguiente, debe figurar en el abono 
de las vacaciones. Y ello porque el propio convenio 
colectivo no lo excluye, como tampoco incluye ningún 
concepto específico, sino que, simplemente, quiere 
que la paga de vacaciones se retribuya con conceptos 
fijos y periódicos. 
	 Y tal condición la tiene el plus de asistencia en 
tanto que se abona durante todos los meses del 
año en que se prestan servicios y, por tanto, está 
vinculado a la actividad laboral, por lo que goza de la 
condición de habitual y no es esporádico, sin que el 
hecho de que ese abono lo sea en atención a los días 
de servicios efectivos venga a alterar aquel carácter 
porque, en definitiva, la retribución en vacaciones 

viene a comprender lo que ordinariamente percibe 
el trabajador por su actividad laboral y el plus de 
asistencia atiende a esa misma finalidad y, también, 
viene a justificar el periodo de descanso efectivo que 
persigue la figura de las vacaciones retribuidas.

El Supremo confirma que es laboral el accidente al 
salir de la oficina en la pausa del café. (Sentencia del 
TS, de 13 de diciembre de 2018. Sala de lo Social. 
Recurso de casación para la unificación de doctrina 
Nº: 398/2017)
	 En esta sentencia, sobre un trabajador que sufre 
una caída al salir del trabajo durante el periodo de 
15 minutos de descanso para tomar un café, el TS 
señala debe calificarse la situación como derivada de 
accidente de trabajo, pero no porque sea accidente 
in itinere, o porque sea aplicable la presunción de 
laboralidad del artículo 115.3 de la LGSS, sino porque 
el accidente se produjo con ocasión del trabajo (art. 
115.1 LGSS). 
	 En el presente caso, es indudablemente aplicable 
la teoría de la "ocasionalidad relevante", caracterizada 
por una circunstancia negativa y otra positiva. La 
primera es que los elementos generadores del 
accidente no son específicos o inherentes al trabajo 
y la positiva es que o bien el trabajo o bien las 
actividades normales de la vida del trabajo hayan 
sido condición sin la que no se hubiese producido el 
evento. 
	 El trabajador se accidentó cuando salió de la 
empresa dirigiéndose a tomar un café dentro del 
tiempo legalmente previsto como de trabajo de 
15 minutos por tratarse de jornada superior a 6 
horas, habitualmente utilizado para una pausa para 
desayunar, como actividad habitual, social y normal 
en el mundo del trabajo (primer elemento), ahora 
bien, el trabajo es la condición sin la cual no se 
hubiera producido el evento (segundo elemento). El 
nexo de causalidad nunca se ha roto, porque la pausa 
era necesaria, y la utilización de los 15 minutos de la 
misma por el trabajador se produjo con criterios de 
total normalidad.

ABSTRACTS DE SENTENCIAS

de aplicar a la base mínima de cotización que corresponda 
el tipo de cotización por contingencias comunes.

9. MODIFICACIONES EN LA PRESTACIÓN POR 
CESE DE ACTIVIDAD

Se mejora el acceso a la prestación por cese de actividad 
(el paro de los autónomos), modificando los requisitos 
actuales para poder hacer más accesible el denominado 
“paro de los autónomos” y ampliando la duración de la 
prestación, de 12 a 24 meses.

10. NUEVO TIPO DE INFRACCIÓN LABORAL 
GRAVE (“FALSO AUTÓNOMO”)

Como la base mínima de cotización del autónomo se sitúa 
por debajo de la base mínima del régimen general, y ello 

podría incentivar en ciertos casos la utilización fraudulenta 
de la figura del autónomo, con el fin de luchar contra dicha 
utilización de la figura del falso autónomo, se ha creado un 
nuevo tipo de infracción laboral grave y se prevé para tales 
casos, una multa que puede ir de los 3.126 y 10.000 euros.

Así, se considera “falta grave” si la Seguridad Social de-
tecta que una persona haciendo la misma actividad pasa 
de repente del Régimen General al RETA, sancionando a 
las empresas con un mínimo de 3.126 euros y un máximo 
de 10.000 euros de multa por cada trabajador que esté 
mal encuadrado. Hasta ahora la Inspección obligaba a la 
empresa a hacerse cargo de la diferencia en cotizaciones 
y regularizar el contrato. Pero realmente no se aplicaban 
sanciones.
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MEDIDAS URGENTES EN MATERIA 
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Con efectos desde el 19 de diciembre de 2018, se ha publicado en el BOE el Real Decreto-ley 21/2018, de 14 de 
diciembre, de medidas urgentes en materia de vivienda y alquiler que pretende mejorar el acceso a la vivienda y 
favorecer el alquiler asequible. No obstante, la convalidación del Real Decreto-ley 21/2018, ha sido debatida en el 
Pleno del Congreso de los Diputados del 22 de enero de 2019 y no ha contado con el respaldo de la Cámara, por 
lo que queda derogado tras la publicación de dicho acuerdo en la Resolución de 22 de enero de 2019 del BOE del 
24-01-2019….¿Qué pasa a partir de ahora?

Hay que tener en cuenta que el Real Decreto Ley 
21/2018, se encuentra derogado desde la publi-
cación en el BOE de dicho acuerdo de derogación 

(no convalidación), producida el día 24 de enero de 2019 
y desde ese momento, se entenderá que los preceptos 
de la norma quedan anulados y por tanto todas las leyes 
que modificó vuelven a su redactado anterior, pero habrá 
estado vigente desde el 19 de diciembre de 2018 hasta 
dicho día 24, con lo que los contratos de arrendamiento 
celebrados durante este periodo conservan su vigor y 
deben respetarse las condiciones del Real Decreto Ley 
no convalidado: la duración mínima del contrato de cinco 
años más tres de prórroga tácita (siete años iniciales si el 
arrendador es una persona jurídica), la limitación del aval 
adicional al mes de fianza a dos mensualidades y el pago 
de los gastos inmobiliarios por parte del arrendador si es 
una persona jurídica.

Recordemos que esta norma introdujo importantes no-
vedades en materia de vivienda y alquiler, entre otras, 
podemos destacar las siguientes: 

MEJORA DE LA REGULACIÓN DE LOS 
CONTRATOS DE ALQUILER

Se modifica la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de 
arrendamientos urbanos (LAU), introduciendo las siguientes 
modificaciones que afectan a los contratos del alquiler:

1)	 Se amplía el plazo de prórroga obligatoria de los con-
tratos de arrendamiento de vivienda de 3 a 5 años (o 
7 años si el arrendador es persona jurídica). Es decir, 
aumenta el plazo legal mínimo en el que el inquilino 
puede permanecer en la vivienda arrendada.

2)	 Se amplía el plazo de prórroga tácita de 1 a 3 años. Se 
trata del plazo temporal por el que se amplía el contrato 
una vez transcurrido el periodo de prórroga obligatoria, 
en el caso de que el arrendador o el arrendatario no 
manifiesten su voluntad de no renovarlo.

3)	 Se limitan las garantías adicionales a la fianza, hasta un 
máximo de dos mensualidades, salvo que se trate de 
contratos de larga duración. De esta forma, se limita la 
carga económica que en ocasiones genera al inquilino 

la firma de un nuevo contrato, a través de un aval o 
depósito bancario que se suma a la cuantía de la fianza.

4)	 Se facilita la adopción de acuerdos entre el propietario y 
el inquilino para la renovación o mejora de la vivienda en 
el transcurso de un mismo contrato de arrendamiento.

5)	 Se establece que los gastos de gestión inmobiliaria y 
formalización del contrato correrán a cargo del arren-
dador, cuando este sea persona jurídica (una sociedad 
o empresa), salvo aquellos gastos en los que se haya 
incurrido por iniciativa directa del arrendatario.

Actualmente los que van a una agencia inmobiliaria a 
buscar casa de alquiler deben abonarle una mensuali-
dad en concepto de honorarios, una cantidad de la que 
a partir de ahora deberá hacerse cargo el arrendador. 

6)	 Se mejora y aclara la remisión de los contratos de 
alquiler turístico de vivienda a la normativa sectorial 
turística que resulte aplicable.

MEDIDAS EN FAVOR DE LAS COMUNIDADES 
DE PROPIETARIOS ANTE EL FENÓMENO DEL 
ALQUILER TURÍSTICO DE VIVIENDAS

Los alquileres turísticos salen de la LAU y se regularán como 
una actividad económica.

Se modifica la Ley 49/1960, de 21 de julio, sobre propiedad 
horizontal, para habilitar la posibilidad de que, por mayoría 
cualificada de tres quintas partes de los propietarios, en 
las comunidades de vecinos puedan adoptarse acuerdos 
que limiten o condicionen el ejercicio de la actividad del 
alquiler turístico de vivienda, para, de esta forma, favorecer 
la convivencia en los edificios de viviendas.

Una medida que, solo se aplicará a nuevos pisos turís-
ticos y no a los ya existentes porque “no tiene carácter 
retroactivo”.

MÁS PROTECCIÓN A LOS HOGARES 
VULNERABLES Y MAYOR SEGURIDAD JURÍDICA 
EN EL PROCEDIMIENTO DE DESAHUCIO DE 
VIVIENDA
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Se introducen cambios en la Ley de Enjuiciamiento Civil para 
que se paralicen los desahucios hasta que se encuentre 
una alternativa habitacional en los casos que afecten a 
personas o familias vulnerables, estableciendo que la de-
terminación de la situación de vulnerabilidad producirá la 
suspensión del procedimiento hasta que se adopten las 
medidas que los servicios sociales estimen oportunas por 
un plazo máximo de un mes, o de dos meses cuando el 
demandante sea persona jurídica.

En concreto, en estos casos los jueces notificarán los inicios 
de los procesos de desahucio a los servicios sociales. Estos 
emitirán un informe y, si alertan de que las personas que 
van a ser expulsadas de su hogar se encuentran en situa-
ción de vulnerabilidad, se abrirá una prórroga de un mes 
(o de dos cuando es una persona jurídica la que solicita el 
lanzamiento) para buscar una solución.

MEDIDAS FISCALES EN FAVOR DEL ALQUILER DE 
VIVIENDA

Se establece la exención del Impuesto sobre Transmisiones 
Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados (ITP y 
AJD) en la suscripción de contratos de arrendamiento de 
vivienda para uso estable y permanente, de manera que 
se reducen las cargas fiscales que conlleva el mercado del 
alquiler de vivienda habitual.

Además, se modifica la regulación del Impuesto sobre 
Bienes Inmuebles (IBI) incorporando medidas que favore-
cen el mercado de alquiler de vivienda:

Se elimina la obligación de repercutir el IBI al arrendatario en 
el alquiler social de vivienda por parte de Administraciones 
o entes públicos.

Los Ayuntamientos con superávit podrán destinarlo a 
promover su parque de vivienda pública.

Se habilita a los Ayuntamientos la posibilidad de establecer 
una bonificación de hasta el 95 por ciento en la cuota del 
IBI para las viviendas sujetas a alquiler a precio limitado.

Se establecen las bases y garantías para la definición del 
concepto de inmueble de uso residencial desocupado con 
carácter permanente, para la aplicación por parte de los 
Ayuntamientos del recargo en el IBI establecido en el año 
2002.

MEDIDAS DE FOMENTO DE LA ACCESIBILIDAD 
UNIVERSAL

Con objeto de estimular la realización de obras de adap-
tación o mejora de la accesibilidad, se modifica la Ley 
49/1960, de 21 de julio, sobre propiedad horizontal para 
aumentar, en un plazo de tres años, al 10 por ciento el 
fondo de reserva de las comunidades de propietarios, y 
establecer la posibilidad de que se destine a la realización 
de obras en materia de accesibilidad, en un contexto 
demográfico, en el que cada vez hay más personas en si-
tuación de movilidad reducida que encuentran gravemente 
limitados sus derechos por la existencia de barreras físicas 
en sus edificios.

Asimismo, se establece la obligatoriedad de las obras de 
accesibilidad establecidas legalmente cuando las ayudas 
públicas a las que la comunidad pueda tener acceso alcan-
cen el 75 por ciento del importe de las mismas.

NORMAS RELEVANTES APROBADAS

Régimen de comercio de derechos de emisión de gases de efecto 
invernadero en el periodo 2021-2030
Real Decreto 18/2019, de 25 de enero, por el que se desarrollan 
aspectos relativos a la aplicación del régimen de comercio de 
derechos de emisión de gases de efecto invernadero en el periodo 
2021-2030.
(BOE, 26-01-2019)

 Medidas urgentes para paliar los daños causados por temporales 
y otras situaciones catastróficas
Real Decreto-ley 2/2019, de 25 de enero, por el que se adoptan 
medidas urgentes para paliar los daños causados por temporales 
y otras situaciones catastróficas.
(BOE, 26-01-2019)

Acuerdo de derogación del Real Decreto-ley 21/2018, de 14 de 
diciembre, de medidas urgentes en materia de vivienda y alquiler
Resolución de 22 de enero de 2019, del Congreso de los Diputados, 

por la que se ordena la publicación del Acuerdo de derogación 
del Real Decreto-ley 21/2018, de 14 de diciembre, de medidas 
urgentes en materia de vivienda y alquiler.
(BOE, 24-01-2019)

Medidas especiales de regulación de tráfico durante el año 2019
Resolución de 14 de enero de 2019, de la Dirección General de 
Tráfico, por la que se establecen medidas especiales de regulación 
de tráfico durante el año 2019.
(BOE, 21-01-2019)

Tipo de interés máximo a utilizar en el cálculo contable de la 
provisión de seguros de vida, de aplicación al ejercicio 2019
Resolución de 2 de enero de 2019, de la Dirección General de 
Seguros y Fondos de Pensiones, por la que se publica el tipo de 
interés máximo a utilizar en el cálculo contable de la provisión de 
seguros de vida, de aplicación al ejercicio 2019.
(BOE, 10-01-2019)
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El Tribunal Supremo fija doctrina jurisprudencial 
sobre los gastos asociados a las hipotecas. 
(Sentencia del Tribunal Supremo de 23 de enero 
de 2019. Sala de lo Civil. Recurso de casación 
5298/2017)
	 El Pleno de la Sala de lo Civil del Tribunal 
Supremo ha dictado varias sentencias fijando 
doctrina sobre algunas cuestiones relativas a 
cláusulas abusivas en contratos con consumidores 
sobre las que aún no se había pronunciado.
	 En primer lugar, analiza la posible abusividad 
de la cláusula que, en un préstamo hipotecario, 
establece una comisión de apertura (sentencia 
44/2019 de 23 de enero). 
	 Tras examinar la normativa sectorial aplicable al 
caso (tanto la nacional como la de la Unión Europea), 
el Tribunal Supremo considera que la comisión 
de apertura no es ajena al precio del préstamo; 
por el contrario, el interés remuneratorio y la 
comisión de apertura constituyen sendas partidas 
del precio del préstamo, en cuanto que son las 
principales retribuciones que recibe la entidad 
financiera por conceder el préstamo al prestatario 
y no corresponden a actuaciones o servicios 
eventuales. Tanto el interés remuneratorio como la 
comisión de apertura deben incluirse en el cálculo 
de la TAE, que permite al consumidor conocer cuál 
será el coste efectivo del préstamo.
	 Por esa razón, la Sala concluye que la comisión de 
apertura no es susceptible de control de contenido, 
sino exclusivamente de control de transparencia, 
que considera superado o cumplido porque “es 
de general conocimiento entre los consumidores 
interesados el hecho de que, en la gran mayoría 
de los préstamos hipotecarios, la entidad bancaria 
cobra una comisión de apertura además del 
interés remuneratorio; es uno de los extremos 
sobre los que la entidad bancaria está obligada 
a informar al potencial prestatario de acuerdo 
con la regulación de las fichas normalizadas de 
información y, de hecho, suele ser uno de los 
extremos sobre los que versa la publicidad de las 
entidades bancarias; se trata de una comisión que 
ha de pagarse por entero en el momento inicial del 
préstamo, lo que hace que el consumidor medio 
le preste especial atención como parte sustancial 
del sacrificio económico que le supone la obtención 
del préstamo; y la redacción, ubicación y estructura 
de la cláusula permiten apreciar que constituye un 
elemento esencial del contrato”
	 En segundo lugar, mediante la sentencia 
47/2019 de 23 de enero, entre otras, la sala se 
pronuncia sobre los efectos de la declaración de 
nulidad de la cláusula que atribuye al prestatario 
la totalidad de los gastos e impuestos, ya 
declarada nula por la sentencia 705/2015, de 23 
de diciembre.
	 Son pagos que han de hacerse a terceros- 
no al prestamista- como honorarios por su 
intervención profesional con relación al préstamo 
hipotecario. La declaración de abusividad no puede 
conllevar que esos  terceros (notarios, gestores, 

registradores) dejen de percibir lo que por ley les 
corresponde.
	 El pago de esas cantidades debe correr a cargo 
de la parte a la que correspondiera según la 
normativa vigente en el momento de la firma del 
contrato.

El Tribunal Supremo ampara el derecho al 
olvido digital frente a Google sobre noticias 
sustancialmente inexactas. (Sentencia del 
Tribunal Supremo de 11 de enero de 2019. Sala de 
lo Contencioso. Recurso de casación 5579/2017)
	 En esta sentencia el TS  fija como jurisprudencia 
que “la persona afectada por una supuesta lesión 
del derecho al honor, a la intimidad personal y 
familiar y a la propia imagen está legitimada 
para fundamentar válidamente una acción de 
reclamación ante la entidad proveedora de los 
servicios de motor de búsqueda en internet o 
ante la Agencia Española de Protección de Datos 
cuando los resultados del motor de búsqueda 
ofrezcan datos sustancialmente erróneos o 
inexactos que supongan una desvalorización de 
la imagen reputacional que se revele injustificada 
por contradecir los pronunciamientos formulados 
en una resolución judicial firme”.
	 La Sala desestima el recurso de casación 
interpuesto por Google contra la sentencia de la 
Audiencia Nacional, de 18 de julio de 2017, que 
reconoció el derecho al olvido a una persona cuyo 
nombre aparecía en los resultados de búsqueda 
asociados a unos hechos parcialmente inexactos 
recogidos en una información de un periódico.
	 La doctrina fijada explica que el artículo 20 de 
la Constitución española que regula la libertad 
de información, en relación con lo dispuesto en 
el artículo 6.4 de la Ley de Protección de Datos 
de Carácter Personal, debe interpretarse en el 
sentido de que “debe garantizarse la protección 
del derecho al olvido digital (de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 18 de la Norma 
Fundamental) en aquellos supuestos en que la 
información que es objeto de difusión, y cuya 
localización se obtiene a través de motores de 
búsqueda en internet contenga datos inexactos 
que afectan en lo sustancial a la esencia de la 
noticia”.
	 El tribunal indica que la sentencia recurrida 
ha realizado una adecuada ponderación de los 
derechos e intereses en conflicto, al amparar el 
derecho a la protección de los datos personales 
del recurrente frente al derecho a la información 
sostenido por Google LLC, responsable del motor 
de búsqueda de internet, que concluyó que los 
hechos difundidos eran parcialmente inexactos.
	 La sentencia explica que la exigencia de tutelar el 
derecho a la información “no puede suponer vaciar 
de contenido la protección debida del derecho a la 
intimidad personal y a la propia imagen, así como 
el derecho a la protección de datos personales, 
cuando resulten afectados significativamente por 
la divulgación de noticias en internet”.

ABSTRACTS DE SENTENCIAS
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MODIFICACIONES DE LA LEY 
DE AUDITORÍA DE CUENTAS EN 
MATERIA DE INFORMACIÓN NO 
FINANCIERA Y DIVERSIDAD

AR
TÍC

UL
O

La finalidad de la Ley 11/2018 de 28 de diciembre se 
centra en la transposición de la Directiva 2014/95/UE 
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 22 de oc-

tubre de 2014, por la que se modifica la Directiva 2013/34/
UE en lo que respecta a la divulgación de información no 
financiera e información sobre diversidad por parte de 
determinadas grandes empresas y determinados grupos.

Ello obliga a la modificación del Código de Comercio, en lo 
relativo al informe de gestión, a la modificación del “Texto 
Refundido de la Ley de Sociedades de Capital, aprobado 
por Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio, a la mo-
dificación del informe anual de gobierno corporativo, y a la 
actuación de los auditores de cuentas en relación con esas 
materias en la Ley de Auditoría de Cuentas”.

MODIFICACIONES EN MATERIA DE INFORMACIÓN 
NO FINANCIERA

La Ley amplía significativamente el número de sociedades 
obligadas a presentar el estado de información no financie-
ra frente al Real Decreto-ley 18/2017, que se circunscribía 
únicamente a las entidades de interés público que cumplie-
sen una serie de requisitos. Ahora, la consideración como 
entidad de interés público es solo uno de los criterios que 
pueden llevar a ser objeto de estas nuevas obligaciones.

Desde la entrada en vigor de la Ley (30-12-2018), estarán 
obligadas a incluir en el informe de gestión de las cuentas 
anuales un estado de información no financiera, individual 
o consolidada, las sociedades en las que concurran los 
siguientes requisitos:

a)	Que el número medio de trabajadores empleados por 
la sociedad o el grupo, según el caso, durante el ejercicio 
sea superior a 500.

b)	Que o bien tengan la consideración de entidades de 
interés público de conformidad con la legislación de 
auditoría de cuentas, o bien, reúnan durante 2 ejercicios 
consecutivos, a la fecha de cierre de cada uno de ellos, 
a nivel individual o consolidado, según el caso, al menos 
2 de las circunstancias siguientes:

»» Que el total de las partidas del activo sea superior a 
20.000.000 €.

»» Que el importe neto de la cifra anual de negocios 
supere los 40.000.000 €.

»» Que el número medio de trabajadores empleados 
durante el ejercicio sea superior a 250.

Estas modificaciones afectarán a los ejercicios iniciados a 
partir del 1 de enero de 2018 y, a efectos de cumplimiento 
de los parámetros o requisitos indicados, los dos ejercicios 
consecutivos computables serán el que se inicie a partir 
del 1 de enero de 2018 y el inmediato anterior.

Transcurridos 3 años desde la entrada en vigor de la Ley, 
la obligación de presentar el estado de información no 
financiera alcanzará a todas las sociedades con más de 
250 trabajadores que, o bien tengan la consideración de 
entidades de interés público conforme a la legislación de 
auditoría de cuentas, exceptuando a las pequeñas y media-
nas empresas según la Directiva 34/2013, o bien durante 2 
ejercicios consecutivos reúnan, a la fecha de cierre de cada 
uno de ellos, al menos una de las siguientes circunstancias:

•	 Que el total de las partidas del activo sea superior a 
20.000.000 €.

•	 Que el importe neto de la cifra anual de negocios supere 
los 40.000.000 €.

La Ley proporciona una mayor concreción sobre el con-
tenido del estado de información no financiera a incluir en 
el informe de gestión y detalla la información significativa 
que el estado de información no financiera incluirá sobre 
las siguientes cuestiones: 

a)	Una breve descripción del modelo de negocio, incluyendo 
su entorno empresarial, organización y estructura, los 
mercados en los que opera, sus objetivos y estrategias 
así como los principales factores y tendencias que pue-
den afectar a su futura evolución.

La Ley 11/2018, de 28 de diciembre, entre otras novedades, incluye modificaciones en la Ley 22/2015 de Auditoría 
de Cuentas. La principal modificación hace referencia a la obligación de incorporar información de carácter no 
financiero y de diversidad por parte de determinadas empresas, con efectos desde el 30 de diciembre de 2018.
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b)	Una descripción de las  políticas que aplica a dichas 
cuestiones, incluyendo los procedimientos de diligencia 
debida aplicados para la identificación, evaluación, pre-
vención y atenuación de riesgos e impactos significativos 
y de verificación y control, incluyendo qué medidas se 
han adoptado.

c)	Los resultados de esas políticas, incluyendo indicadores 
clave de resultados no financieros que permitan el se-
guimiento y evaluación de los progresos y favorezcan la 
comparabilidad entre sociedades y sectores.

d)	Los principales riesgos, relacionados con esas cuestio-
nes, vinculados a las actividades empresariales, entre 
ellas sus relaciones comerciales, productos o servicios 
que puedan tener efectos negativos, explicando los 
procesos de detección y evaluación de esos riesgos e 
impactos negativos.

e)	Los  indicadores clave de resultados no financieros de 
la actividad empresarial concreta, con criterios de com-
parabilidad, materialidad, relevancia y fiabilidad, con el 
objetivo de permitir la comparación de información en 
el tiempo y entre entidades.

Además, el estado de información no financiera deberá 
incluir información significativa sobre las siguientes cues-
tiones:

•	 Medioambientales (prevención de contaminación, re-
ducción de emisiones, gestión de residuos, uso soste-
nible de recursos, cambio climático y protección de la 
biodiversidad).

•	 Sociales y relativas al personal (clasificación de plantilla, 
contratos, despidos y remuneraciones desagregados 
por sexos, políticas de desconexión laboral, empleados 
con discapacidad; organización del trabajo, conciliación 
y absentismo; salud y seguridad, accidentes de trabajo 
y enfermedades profesionales, desagregado por sexo; 
relaciones sociales, diálogo social y convenios colectivos; 
políticas de formación; accesibilidad de personas con 
discapacidad; y medidas adoptadas para promover 
la igualdad de trato y oportunidades entre hombres y 
mujeres).

•	 Derechos humanos (prevención de riesgos de vulneración 
de derechos humanos y medidas para reparar posibles 
abusos).

•	 Corrupción  (medidas para prevenir la corrupción, el 
soborno y el blanqueo de capitales, aportaciones a 
fundaciones y entidades sin ánimo de lucro).

•	 Información sobre la sociedad  (compromisos con el 
desarrollo sostenible, subcontratación y proveedores, 
consumidores e información fiscal).

Las empresas también deberán incluir cualquier otra 
información que sea significativa, no podrán omitir dicha 
información y para su divulgación deberán basarse en 
marcos normativos nacionales, de la Unión Europea o 
internacionales, debiendo especificar en qué marcos se 
han basado.

Además, la Ley 11/2018 permite que el estado de infor-
mación no financiera se emita en un informe separado, 
siempre que se indique que la información forma parte 
del informe de gestión, incluya la información requerida en 
la Ley y se someta a los mismos criterios de aprobación, 
depósito y publicación que el informe de gestión.

El auditor únicamente comprobará que el estado de 
información no financiera se encuentra incluido en el in-
forme de gestión o, en su caso, se ha indicado en éste 
la referencia correspondiente al informe separado en la 
forma antedicha.

MODIFICACIONES EN MATERIA DE “DIVERSIDAD” 
Y RESPONSABILIDAD SOCIAL

La Ley 11/2018 modifica, entre otros, el artículo 529 bis 
de la Ley de Sociedades de Capital para favorecer, en los 
procesos de selección de consejeros de sociedades coti-
zadas, la diversidad en cuestiones como la  edad, género, 
discapacidad o formación y experiencia profesionales, para 
que no adolezcan de sesgos implícitos de discriminación y 
promuevan la selección de consejeras en un número que 
permita alcanzar una presencia equilibrada entre hombres 
y mujeres.

Esta Ley también modifica el artículo 540 del citado texto 
normativo para ampliar el contenido del informe anual de 
gobierno corporativo, que incluirá una descripción de las 
políticas de diversidad aplicadas al consejo de adminis-
tración, de dirección y de las comisiones especializadas, 
indicando si se informó a los accionistas sobre los criterios 
de diversidad aplicados con ocasión de la elección o reno-
vación de sus miembros.

Para las auditorías de cuentas de sociedades cotizadas, la 
Ley 11/2018 dispone que los auditores deberán compro-
bar únicamente que esta información se ha facilitado en 
el informe anual de gobierno corporativo incorporado al 
informe de gestión.

Por último, también indicar que nueva ley atribuye al consejo 
de administración de las cotizadas, mediante la introduc-
ción de una nueva letra j) en la relación del artículo 529 ter 
de la Ley de Sociedades de Capital, la facultad indelegable 
de supervisar el proceso de elaboración y presentación 
de la información financiera y del informe de gestión, que 
incluirá, cuando proceda, la información no financiera 
preceptiva, y de presentar recomendaciones dirigidas a 
salvaguardar la integridad de dicho órgano.
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